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En esta conferencia, enmarcada en la conmemoración de los 35 años de la “Constitución Ecológica” y en el lanzamiento del Observatorio de Justicia Constitucional Ambiental y Climática, se abordó el papel de las opiniones consultivas de la Corte Interamericana de Derechos Humanos como instrumento para la protección constitucional del ambiente. El ponente examinó su contenido sustantivo, con especial referencia a la Opinión Consultiva OC-32/25 sobre emergencia climática y derechos humanos, así como su valor jurídico y su forma de incorporación al ordenamiento colombiano.

El Dr. Humberto Sierra Porto estructuró su intervención en dos partes. En la primera destacó los principales contenidos de las opiniones consultivas en materia ambiental y, en la segunda, se ocupó de responder a la pregunta de cómo utilizarlas en Colombia en el ejercicio cotidiano del derecho.

1. La construcción de los estándares interamericanos y el desarrollo jurídico desigual entre los países

El doctor Sierra Porto explicó que los estándares internacionales se construyen a partir de las precisiones que la jurisprudencia de la Corte Interamericana hace sobre cada una de las disposiciones de la Convención Americana. Para ilustrarlo acudió al artículo 8.2.h, que consagra el derecho a recurrir el fallo: la jurisprudencia precisó que esta garantía se predica de la sentencia condenatoria, de lo cual se desprende el principio de doble conformidad, que no debe confundirse con el de doble instancia. Esa sola precisión, señaló, supone un cambio radical en el alcance de la norma, y de allí la relevancia de todo lo que dice la jurisprudencia interamericana.

Advirtió además que los niveles de desarrollo jurídico difieren de manera significativa entre los países de la región. Colombia cuenta con una Corte Constitucional que ha producido un elenco de precisiones jurídicas que no tienen otros Estados, de modo que una de las preocupaciones centrales del sistema interamericano es cómo llenar los vacíos normativos y la ausencia de desarrollos, particularmente en materia ambiental, en los países que carecen de ellos.

2. La naturaleza de los derechos ambientales: titularidad plural, legitimación y vocación de universalidad

Señaló que los derechos ambientales, sean considerados de tercera o de última generación, presentan una peculiaridad en cuanto a su titularidad y a la legitimación por activa y por pasiva. Para protegerlos eficazmente, pueden reclamarlos la persona individualmente considerada, los vecinos de un barrio, las asociaciones y los propios Estados frente al daño causado por otro Estado; del mismo modo, los sujetos contra quienes se dirigen las reclamaciones pueden ser Estados, empresas o asociaciones, incluso de otros países.

Puesto que los derechos ambientales no tienen fronteras, sostuvo que el derecho aplicable en esta materia debe tener vocación de universalidad: de poco sirve que un país tenga un nivel sofisticado de protección si el daño puede provenir de otro con desarrollos precarios. En ese contexto, el derecho internacional de los derechos humanos se ha concebido como un mecanismo para homogeneizar mínimos de protección más allá de las fronteras nacionales y opera como un derecho supletorio y complementario de las regulaciones internas. Así, si un país no cuenta con reglas adecuadas, por ejemplo, para el licenciamiento de actividades que puedan afectar el ambiente, puede acudir a los estándares fijados por la jurisprudencia internacional y por las opiniones consultivas.

3. Los contenidos de las opiniones consultivas: interdependencia, cooperación y responsabilidad extraterritorial

El ponente destacó que muchos de los contenidos de las opiniones consultivas corresponden a nociones que en Colombia se consideran básicas, pero que no lo son tanto en el contexto internacional. Entre ellas, la interdependencia entre ambiente y derechos humanos, según la cual la afectación ambiental debe entenderse a partir de su incidencia sobre derechos como el agua, la salud o la alimentación. Comparó este tránsito con la evolución que vivió Colombia respecto del derecho a la salud, que inicialmente carecía de protección por no ser considerado fundamental y que luego fue amparado por su conexidad con el derecho a la vida; un proceso análogo, explicó, se está dando hoy en el derecho internacional. Destacó igualmente el principio de cooperación entre Estados y el de responsabilidad extraterritorial, al que calificó como quizás uno de los aspectos más relevantes de la opinión consultiva sobre medio ambiente y derechos humanos (OC-23/17).

4. La Opinión Consultiva OC-32/25: la naturaleza como sujeto de derechos y el cambio climático como proceso

Se refirió luego a la OC-32/25, la conocida opinión consultiva sobre cambio climático, cuya lectura recomendó a los asistentes pese a su extensión de más de doscientas páginas. Explicó que la Corte parte de un planteamiento general sobre la situación del ambiente y el estado de su protección jurídica, y fija cerca de catorce estándares de la mayor relevancia. Entre ellos destacó el reconocimiento de la naturaleza como sujeto de derechos, frente al cual la Corte toma posición expresa. A su juicio, la personificación de la naturaleza tiene dos virtudes: de un lado, ofrece un lenguaje con el que las personas se identifican y que genera empatía; de otro, y más importante, obliga a comprender que los derechos de la naturaleza deben abordarse desde una perspectiva colectiva y holística. Resaltó también que la opinión reconoce normas y prohibiciones en materia ambiental que, por responder al consenso de todos los Estados, no admiten modificación alguna.

En cuanto a las obligaciones estatales, subrayó la exigencia de obligaciones concretas de mitigación y de coherencia entre la política climática, la financiación, el comercio, la inversión y la regulación interna, de manera que la protección ambiental no sea, en sus palabras, “un simple saludo a la bandera”.

Para el doctor Sierra Porto, el aporte más pedagógico de la opinión es la comprensión del cambio climático como un proceso y no como una crisis puntual. Ese proceso comprende una etapa de prevención y planeación, en la que deben identificarse las zonas de riesgo, las poblaciones más afectadas y sus vulnerabilidades; una etapa de gestión de las situaciones críticas coyunturales; y una etapa de adaptación, orientada esencialmente a la atención de las poblaciones afectadas o que puedan seguir siéndolo. Hablar de cambio climático, concluyó, es reconocer una nueva realidad, de modo que sus reglas se aplican a situaciones que ocurren de manera ordinaria en nuestros países.

Llamó la atención, además, sobre el proceso participativo de la opinión: más de la mitad de las intervenciones provinieron de personas y organizaciones que representaban a grupos vulnerables y sujetos de especial protección, como mujeres, personas con discapacidad y población LGBTI. Aunque a primera vista su participación podría parecer ajena al cambio climático, explicó que cobra pleno sentido si este se entiende como un proceso: las decisiones sobre vivienda, planeación, urbanismo y regulación social deben considerar a las minorías, y el manejo de las crisis exige prever, por ejemplo, el acceso de las mujeres a insumos sanitarios en situaciones de emergencia.

5. Debida diligencia empresarial y reglas procesales en materia ambiental

Entre otros contenidos de la OC-32/25, el ponente destacó los deberes de los Estados en materia de regulación de las empresas. La debida diligencia empresarial implica que no bastan las prohibiciones estatales: debe existir una legislación que oriente el ejercicio de las actividades del sector privado, en la que el compliance cumple un papel esencial, y que imponga a las empresas la obligación de adoptar protocolos internos para prevenir afectaciones a los derechos humanos antes de iniciar cualquier proyecto.

Señaló como uno de los aspectos que más le interesaron las reglas sobre los procesos judiciales y trámites administrativos que involucran la protección del ambiente. La tesis de la opinión es que la materia ambiental exige replantear buena parte de las reglas de actuación procesal, entre ellas la carga de la prueba, cuya distribución entre demandante y demandado dependerá de la naturaleza de los puntos en disputa. Relacionó estos desarrollos con el Acuerdo de Escazú y destacó la posibilidad de que los jueces establezcan presunciones capaces de alterar sustancialmente el litigio en asuntos ambientales.

6. Qué son las opiniones consultivas y cuál es su valor jurídico

En la segunda parte de su intervención, el doctor Sierra Porto explicó que las opiniones consultivas son las respuestas de la Corte Interamericana a preguntas formuladas por los Estados, por órganos de la OEA o por la Comisión Interamericana, entre otros sujetos legitimados, sobre el alcance de la Convención Americana. A través de ellas la Corte precisa el contenido de los derechos y responde también preguntas concretas, como si un proyecto de ley o un artículo que se pretende someter a referendo es conforme a la Convención. En ellas se fijan estándares y contenidos mínimos de los derechos y se señalan, además, las interpretaciones más favorables y garantistas para su aplicación.

Sobre su valor jurídico, precisó que en el plano internacional no son obligatorias, pero que cada Estado decide qué valor les otorga. En Costa Rica, por ejemplo, se entienden obligatorias; en otros ordenamientos no se les reconoce jerarquía de derecho estricto, pero se utilizan como criterio de interpretación del derecho interno. Por ello, advirtió a los asistentes no dejarse engañar por la afirmación de que no son vinculantes: una cosa es que no tengan jerarquía para desplazar normas internas y otra muy distinta que no sea obligatorio utilizarlas, interpretarlas y contrastarlas con el ordenamiento colombiano. La jerarquía, enfatizó, es apenas una de las modalidades de la obligatoriedad; en materia ambiental debe hablarse de complementariedad.

Retomando la idea con la que abrió su exposición, recordó que la protección ambiental solo es eficaz si se amplía la legitimación por activa y por pasiva y se involucra a la comunidad internacional. De ahí la relevancia de las opiniones consultivas, que cumplen una doble función: ayudan a llenar vacíos normativos en los países con menores desarrollos y sirven de criterio de interpretación de las normas internas, de manera que, en la medida en que los jueces las utilizan, terminan incorporándose al ordenamiento. En esa misma línea situó los pronunciamientos consultivos del Tribunal Internacional del Derecho del Mar y de la Corte Internacional de Justicia.

7. La incorporación de las opiniones consultivas en Colombia y el control de convencionalidad

En el caso colombiano, explicó que las opiniones consultivas, como todas las fuentes del derecho internacional, pueden incorporarse al ordenamiento a través del artículo 230 de la Constitución, que enumera las fuentes del derecho: la ley y, como criterios auxiliares, la jurisprudencia, los principios generales del derecho, la doctrina y la equidad. Para aplicarlas, sin embargo, es necesario asimilarlas a alguna de esas categorías internas. Así, los tratados tienen valor de ley, en virtud de la ley aprobatoria, o valor constitucional cuando integran el bloque de constitucionalidad. Del mismo modo, si la jurisprudencia de la Corte Interamericana es la interpretación autorizada de la Convención y esta hace parte del bloque, puede reconocérsele valor constitucional.

El ponente se refirió también a la presión que genera el derecho internacional y a las transformaciones que los pronunciamientos interamericanos impulsan en los distintos países. Explicó que, al aplicar las opiniones consultivas, los Estados ejercen control de convencionalidad, entendido como la utilización de la Convención Americana junto con el derecho interno para resolver los problemas de dos formas: como aplicación directa de la Convención y como un diálogo entre el ordenamiento interno y el derecho internacional, basado en la complementariedad, la retroalimentación y la interpretación conforme.

Para cerrar, hizo un llamado a tener presente que los estándares de la Convención Americana, y en particular los de las opiniones consultivas y las sentencias de la Corte Interamericana, pueden ser utilizados en Colombia como parámetro de control de constitucionalidad de leyes y actos administrativos, en tanto la Convención integra la Constitución. No se trata, insistió, de un simple deber ser: son herramientas que pueden concretarse en el ejercicio estratégico de los litigantes y que constituyen, por lo menos, criterio auxiliar de interpretación.

La sesión concluyó con el agradecimiento de la moderación al doctor Humberto Sierra Porto, tras lo cual se dio paso al segundo panel de la jornada, dedicado a los principales aportes de la rama judicial de Colombia en la aplicación de la Constitución Ecológica de 1991.

	Preguntas realizadas por el público

	
Al término de la conferencia no se abrió un espacio de preguntas del público; la jornada continuó con el segundo panel del evento.

	Conclusiones del evento:

	· Las opiniones consultivas de la Corte Interamericana constituyen estándares sustanciales y procesales que permiten homogeneizar mínimos de protección ambiental más allá de las fronteras nacionales, llenar los vacíos normativos de los países con menores desarrollos y servir de criterio de interpretación del derecho interno. Su importancia se explica porque los derechos ambientales no tienen fronteras y exigen una legitimación plural por activa y por pasiva.

· La OC-32/25 propone entender el cambio climático como un proceso permanente, que abarca la prevención, la gestión de crisis y la adaptación, y que exige coherencia entre la política climática y las demás políticas del Estado, la consideración de los grupos vulnerables, la debida diligencia empresarial y la flexibilización de reglas procesales como la carga de la prueba.

· Aunque no sean vinculantes en el plano internacional, en Colombia las opiniones consultivas pueden incorporarse por vía del artículo 230 y del bloque de constitucionalidad. Su obligatoriedad no se agota en la jerarquía: deben ser utilizadas y contrastadas en el control de convencionalidad y de constitucionalidad, y representan una herramienta concreta para el litigio estratégico en materia ambiental.
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